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Miércoles, 6 de octubre de 2021 
 
Los estragos de la pandemia en la economía latinoamericana y en el empleo han sido 
demoledores, tal y como señalan múltiples indicadores y, en especial, tres muy relevantes: los 
mercados de trabajo de la región fueron los más afectados del mundo en el año 2020 al caer el 
número de ocupados un 10% (en torno a 26 millones de personas perdieron su empleo); 2 
millones de micro y pequeñas empresas echaron el cierre durante el pasado año; y la caída del 
PIB fue del 7% –el doble que a nivel mundial–. 
 
A este preocupante panorama debe añadirse que la fase de recuperación de la ocupación laboral 
que se viene produciendo en 2021, y la que se espera hasta final de año, no permitirá alcanzar 
los niveles pre-crisis COVID-2019. De hecho, coincide en su comportamiento con lo que le 
ocurrirá al PIB regional –crecimiento esperado del 5,9% en 2021 frente a la caída del 7% en el 
año anterior–. Estos datos, anunciados recientemente por la CEPAL, vienen a sumarse a los ya 
aportados con anterioridad por este organismo y que incidieron de manera significativa en la 
caída de la economía y el empleo: descenso de la inversión extranjera del 34,7% y del 13% en 
el Comercio Internacional. 
 
Pasado lo peor de la pandemia en cuanto a crisis sanitaria, confinamientos domiciliarios y 
restricciones a la movilidad, la economía experimenta cierta recuperación al tomar de nuevo el 
pulso muchas actividades productivas paralizadas durante meses el pasado año en la mayoría 
de los países. Pero, ¿cómo se está produciendo esa recuperación en cuanto al empleo perdido 
en 2020? Aquí es donde radica el problema, pues se está produciendo en menor magnitud y con 
mucha mayor precariedad de la deseada, generando mayor desigualdad, desprotección y 
pobreza que antes del COVID-19 en cientos de miles de personas. Estas circunstancias no hacen 
sino profundizar en las enormes brechas económicas, sociales, educativas y de género que 
imperan, por desgracia, en América Latina y El Caribe. 
 
Esto es, precisamente, de lo que alerta la Organización Internacional del Trabajo (OIT) en su 
reciente informe “Empleo e informalidad en América Latina y el Caribe: una recuperación 
insuficiente y desigual”. Dicho documento concluye con un dato inquietante: son las 
ocupaciones informales, el empleo sumergido, el que más está creciendo, hasta un 70% del total 
de los trabajos que se han recuperado en este año 2021 de los perdidos el año anterior. 
 
A este respecto, al contrario que en otras crisis económicas, la parálisis laboral motivada por la 
pandemia fue de tal magnitud que el empleo informal descendió en mayor medida incluso que 
el empleo formal o regulado. Las ayudas y subsidios implementados por los diferentes 
gobiernos para sostener el empleo y un incremento del teletrabajo contribuyeron a evitar una 
mayor pérdida de empleos formales, mientras que el trabajador informal y por cuenta propia, con 
mayores dificultades para acogerse a algún alivio transitorio ante una actividad económica casi 
inexistente a pie de calle, tuvo que quedarse inactivo en lo peor de la pandemia. Ello explica, en 
parte, la mayor recuperación del primero sobre el segundo. Todavía más preocupante es que se 
observen indicios de que podría incluso incrementar su ya elevado peso en la ocupación total 
regional. 
 
Debe recordarse que la tasa de informalidad en Latinoamérica y El Caribe superaba el 50% 
en la mayoría de los países antes de la crisis sanitaria y económica producida por el impacto del 
COVID-19, destacando Bolivia con un 84,9% de su población ocupada, Guatemala con un 79%, 
El Salvador con un 69,1%, Paraguay con un 68,9% y Perú con un 68,4%, según datos del año 
2019 recopilados por la OIT.  
 
Realidad del complejo entramado económico, social y político latinoamericano, el empleo 
informal debería ir transformándose paulatinamente en empleo formal, pues de esta manera el 
trabajador contaría con protecciones sociales básicas a las que un contribuyente integrado en el 
sistema laboral ordinario puede acceder (seguros de salud, desempleo, vacaciones, accidentes 
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de trabajo, pensiones) y, por su parte, el Estado respectivo integraría a buena parte de su 
población, mejoraría sus condiciones de vida y contribuiría en buena medida a frenar los abusos, 
desigualdades, brechas de género, etc. Por supuesto, también se consolidaría y mejoraría la 
balanza fiscal de dicho país. 
 
El director de la OIT, Guy Ryder, se mostró muy preocupado en la XXI Conferencia 
Interamericana de Ministros de Trabajo celebrada en septiembre por el citado incremento del 
empleo informal en 2021, y dio las claves para abordar este endémico problema. Ryder destacó 
que en la búsqueda de soluciones es importante abordar “la estrecha articulación que debe existir 
entre políticas laborales y económicas, financieras y medioambientales, si queremos lograr la 
recuperación socio-económica con trabajo decente y empresas sostenibles centradas en las 
personas”. 
 
Toda una declaración institucional muy correcta y bienintencionada del director de la OIT, pero 
que debería plasmarse sobre el terreno sin demora. Para ello, los gobiernos de los países de 
Latinoamérica y El Caribe tienen que ponerse manos a la obra, tal y como prometieron hacer al 
firmar el “Llamamiento mundial a la acción para una recuperación centrada en las 
personas”, documento que salió de la Conferencia Internacional del Trabajo (CIT) celebrada en 
junio del presente 2021. 
 
El COVID-19, además de las miles de víctimas mortales que ya se ha llevado consigo, no debería 
dejar un mayor número de trabajadores informales, pues ello lleva implícito siempre una menor 
protección, mayor vulnerabilidad, mayor brecha social, de género y, en definitiva, mayor 
incremento de la pobreza.  
 
Empleos dignos y menor desigualdad, esas son las dos metas a las que toda América debe 
aspirar. 
Los estragos de la pandemia en la economía latinoamericana y en el empleo han sido 
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pobreza que antes del COVID-19 en cientos de miles de personas. Estas circunstancias no hacen 
sino profundizar en las enormes brechas económicas, sociales, educativas y de género que 
imperan, por desgracia, en América Latina y El Caribe. 
 
 



 

Economía Informal en LATAM, más precariedad y mayor desigualdad 4 
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